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EXP. W 0025-2007-PA/TC 
LIMA 
INVERSIONES CASTELO BRANCO S.A. 

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Lima, 27 de febrero de 2007 

VISTO 

El recurso extraordinario interpuesto por Inversiones Castelo Branco S.A., 
Representada por don Iván Alejandro Ortega López, contra la resolución de la Sexta 
Sala de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 241 , su fecha 2~· de agosto de 
2006, que declara improcedente la demanda de autos; y, 

ATENDIENDO A 

1. Que con fecha 4 de marzo de 2004 el recurrente interpone demanda de amparo 
contra la Municipalidad Metropolitana de Lima, Dirección Municipal de Desarrollo 
Urbano, solicitando se deje sin efecto lo establecido en la Resolución N° 681-2003-
MML-DMDU, de fecha 29 de diciembre del 2003, por haberse vulnerado su 
derecho constitucional al debido proceso. 

2. Que de conformidad con el artículo 5, inciso 2, del Código Procesal Constitucional, 
los procesos constitucionales son improcedentes cuando ' Existan vías 
procedimentalcs específicas, igualmente satisfactorias, para la protección del 

recho constitucional amenazado o vulnerado ( .. . )". Este Colegiado ha 
i terpret es disposición en el sentido de que el proceso de amparo "ha sido 
once do par atender requerimientos de urgencia que tienen que ver con la 

afectación de derechos directamente comprendidos dentro de la calificación de 
fundamental s por la Constitución Política del Perú. Por ello, si hay una vía efectiva 
para venti r el asunto controvertido, esta no es la excepcional del Amparo que, 
como se dijo, constituye un mecanismo extraordinario" (cf. STC 4196-2004-
AA/TC, fundamento 6, énfasis agregado). Recientemente ha sostenido que "solo en 
los casos en que tales vías ordinarias no sean idóneas, satisfactorias o eficaces para 
la cautela del derecho, o por la necesidad de protección urgente, o en situaciones 
especiales que han de ser analizadas, caso por caso, por los jueces, será posible 
acudir a la .ría extraordinaria del amparo ( ... )" (cf. STC 0206-2005-PA/TC, 
fundamento 6). En consecuencia, si el demandante dispone de proceso cuya 
finalidad también es la protección del derecho constituci al presuntamente 
lesionado y es igualmente idóneo para tal fin, debe acudir a d' 
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3. Que en casos como el de autos, donde se estima improcedente la demanda de 
amparo por existir una vía específica igualmente satisfactoria, el Tribunal tiene 
establecido en su jurisprudencia (e! STC 2802-2005-PA/TC, fundamentos 16 y 17) 
que debe el expediente devolverse al juzgado de origen para que lo admita como 
proceso contencioso-administrativo, de ser el órgano jurisdiccional competente, o 
remitirse al indicado para su correspondiente conocimiento. Una vez avocado el 
proceso por el juez competente, este deberá observar, mutatis mutandis, las reglas 
procesales establecidas en los fundamentos 53 a 58 de la sentencia de este Tribunal 
recaída en el Exp. 1417-2005-PA/TC, publicada en El Peruano el 12 de julio de 
2005. 

4. Que en consecuencia la controversia sometida a conOCImIento del Tribunal 
Constitucional, a través del recurso de agravio constitucional, deberá ser conocida 
por el juez competente del proceso contencioso-administrativo en los términos 
establecidos en el considerando precedente. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere 
la Constitución Política del Perú 

RESUEL VE, con el fundamento de voto del magistrado Vergara Gotelli 

Declarar IMPROCEDENTE la acción de amparo. 

ss. 

LANDA ARROYO 
MESÍA RAMÍREZ 
VERGARA GOTELLI 
BEAUMONT CJ:""1.&.-".LJ.J''''''I..''V/JU 

ETOCRUZ 

I 
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EXP. N.O 0025-2007-PAfrC 
LIMA 
rNVERSIONES CASTELO BRANCO S.A. 

FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO VERGARA GOTELLI 

Emito el presente fundamento de voto por los fundamentos siguientes: 

l. Con fecha 4 de marzo de 2004 la empresa recurrente interpone demanda de amparo contra la 
Municipalidad Metropolitana de Lima y la Dirección Municipal de Desarrollo Urbano, 
solicitando se deje sin efecto lo establecido en la Resolución N° 681-2003-MML-DMDU, de 
fecha 29 de diciembre de 2003, por haberse vulnerado su derecho constitucional al debido 
proceso. 

2. a Con titución Política del Perú de 1993 ha señalado en la parte de derechos fundamentales 
de la rsona -su artículo 1°_ que "La defensa de la persona humana y el respeto de su 
dignid d son el fin supremo de la sociedad y del Estado." agregando en su artículo 2° que 
"toda ersona tiene derecho .... " , derechos atribuidos evidentemente a la persona humana a 
la qu hace referencia el citado artículo 1°. 

El ódigo Procesal Constitucional estatuye en el artículo V del Título Preliminar al referirse 
a a interpretación de los Derechos Constitucionales que "El contenido y alcances de los 
d rechos constitucionales protegidos por los procesos regulados en el presente Código deben 
interpretarse de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos, los 
tratados sobre derechos humanos, así como de las decisiones adoptadas por los tribunales 
internacionales sobre derechos humanos constituidos según tratados de los que el Perú es 
parte." 

De lo expuesto en el fundamento precedente se colige que los derechos constitucionales 
tienen que ser interpretados en concordancia con los tratados internacionales en los que el 
Perú es parte con la finalidad de evitar incompatibilidades entre éstos. 

Entonces debemos remitirnos al contenido de los Tratados Internacionales para interpretar 
los derechos constitucionales protegidos por el Código Procesal Constitucional. La 
Declaración Universal de Derechos Humanos, como su misma denominación señala, 
declara derechos directamente referidos a la persona humana, precisando así en su articulo 
1° que: "Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados 
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como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los 
otros.", realizando en el articulo 2° la enumeración de los derechos que se les reconoce. 

También es importante señalar que la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
- "Pacto de San José de Costa Rica"- expresa en el artículo primero, inciso dos, que debe 
entenderse que persona es todo ser humano", haciendo referencia marcada al precisar que 
los derechos reconocidos en la señalada disposición internacional están referidos sólo a la 
persona humana. 
En conclusión extremos que las disposiciones internacionales al proteger los derechos 
referidos a la persona humana están limitando al campo de las denominadas acciones de 
garantías constitucionales a los procesos contemplados por nuestro Código Procesal 
Constitucional. 

e, expresamente el artículo 37° del Código Procesal Constitucional señala que 
rotegidos por el proceso de amparo son los que casi en su totalidad enumera el 

articulo 2° la Constitución Política del Perú, referido a los derechos de la persona, 
exceptuando el derecho a la libertad individual singularmente protegido por el proceso de 
habeas corp s, y los destinados a los procesos de cumplimiento y habeas data para los que la 
ley les tie e reservados un tratamiento especial por cuanto traen conflictos de diversa 
naturaleza. Esto significa entonces que el proceso de amparo está destinado exclusiva y 
excluyent mente a la defensa de los derechos fundamentales directamente relacionados a la 

De lo e puesto queda claro que cuando la Constitución proclama o señala los derechos 
fundam ntales, lo hace pensando en la persona humana, esto es en el ser humano física y 
moralmente individualizado. Hacia él pues se encuentran canalizados los diversos atributos, 
facultades y libertades siendo solo él que puede invocar su respeto y protección a título 
subjetivo y en sede constitucional. 

4. Además este colegiado en reiterada jurisprudencia ha establecido que los procesos 
constitucionales tienen el carácter de urgente y excepcional, por lo que no puede admitirse la 
interposición de demandas que no estén por su contenido vinculadas al proceso urgente para 
la defensa de los derechos de la persona humana, restándole además competencia a los jueces 
ordinarios que son los que prima jacie son lo encargados de la defensa de los derechos 
constitucionales. 

5. En el presente caso la recurrente es, como decimos, una persona de derecho privado con 
lícito objetivo de lucro que exige la protección de derechos que considera violados y que 
aparecen necesariamente relacionados a intereses patrimoniales, acusando en un órgano 
administrativo del Estado una decisión equivocada dentro de un proceso de su competencia 
conducido dentro de los cauces de la ley, no pudiéndose ingresar a un procedimiento 
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administrativo regular por la simple argumentación de una parte, puesto que ello significaría 
admitir que cualquier pretensión puede ser traída a sede constitucional con la simple etiqueta 
de la vulneración de algún derecho constitucional , en este caso el derecho al debido proceso, 
puesto que por la misma puerta, otros miles de justiciables recurrirían también al proceso 
constitucional cada vez que consideren que una resolución judicial o administrativa atenta 
contra sus intereses patrimoniales, sean estos personas naturales o personas jurídicas, en una 
suerte de "amparismo" que es menester desterrar. . 

6. En atención a lo expuesto la demanda debe ser desestimada 

SR. 

JUANF~ 

EPB~ / 

ELLI 

DENCIA de la demanda. 
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